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sejería de Obras Públicas Transportes, por medio del teléfono,
fax o dirección que se reseñan en este Acuerdo.

Sin perjuicio de lo que resulte de la instrucción del expe-
diente, los hechos podrían ser constitutivos de infracción tipi-
ficada en la Ley de Carreteras, y, por tanto, susceptibles de
la posible apertura de expediente sancionador y de las res-
ponsabilidades de todo orden que resulten procedentes por
la presunta infracción cometida.

El acto que le notifico es de mero trámite, por lo que
no cabe recurso contra el mismo.

Almería, 29 de noviembre de 1999.- El Delegado,
Francisco Espinosa Gaitán.

ACUERDO de 30 de mayo de 2000, de la Dele-
gación Provincial de Almería, por el que se concede
trámite de audiencia en el expediente núm. RE-96/99.

Visto que ha transcurrido el plazo para formular alega-
ciones, así como el concedido para que el interesado restituyera
la realidad física a su estado anterior, y considerando los docu-
mentos existentes en el expediente de restitución de realidad
alterada RE-96/99, incoado a don Juan Miguel Ruiz Vargas,
una vez instruido el procedimiento y de conformidad con lo
establecido en el artículo 84 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común (BOE de 27
de noviembre),

HE ACORDADO

Unico. Conceder a don Juan Miguel Ruiz Vargas audiencia
y vista del expediente durante un plazo de quince días sub-
siguientes a la notificación del presente acuerdo, para que,
si a su derecho conviene, cumplimente el presente trámite,
y esto, sin perjuicio del principio de acceso permanente, el
cual podrá verificar mediante la obtención de información en
cualquier trámite del procedimiento.

Le significo que el expediente consta de los siguientes
documentos, de los que, si lo desea, puede obtener copia:

1.º Denuncia formulada por el servicio de vigilancia, a
la que se adjunta croquis acotado y foto.

2.º Ratificación de los vigilantes.
3.º Acuerdo de incoación de expediente de restitución.
4.º Ratificación de los vigilantes.

Notifíquese el presente Acuerdo al interesado.

El acto que le notifico es de mero trámite, por lo que
no cabe recurso contra el mismo.

Almería, 30 de mayo de 2000.- El Delegado, Francisco
Espinosa Gaitán.

ACUERDO de 21 de junio de 2000, de la Dele-
gación Provincial de Almería, de iniciación de expe-
diente sancionador núm. SA 74/99, incoado a Hor-
talizas Candil, SL.

Vista la denuncia formulada por el Servicio de Vigilancia
de Carreteras el 20 de marzo de 1999 y las actuaciones previas
practicadas por el Servicio de Carreteras, de conformidad con
el artículo 13 del Reglamento del procedimiento para el ejer-
cicio de la potestad sancionadora, aprobado por Real Decre-
to 1398/93, de 4 de agosto (BOE de 9 de agosto), en virtud
de las competencias que me vienen atribuidas por el Decre-
to 208/95, de 5 de noviembre (BOJA 129, de 4 de octubre),

en relación con el artículo 34 y concordantes de la Ley 25/88,
de 29 de julio, de Carreteras (BOE 18, de 30 de julio), así
como con el artículo 113.1 del Real Decreto 1812/94, de
2 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento General
de Carreteras (BOE 228, de 23 de septiembre),

A C U E R D O

Primero. Incoar procedimiento sancionador (expediente
núm. SA 74/99) a Hortalizas Candil, S.L., como presunto
responsable de los siguientes hechos que se le imputan:

Estar construyendo una nave a 16,50 metros de la arista
exterior de la calzada y a 13 metros de la arista exterior de
la explanación, en la carretera AL-610, p.k. 7,150, término
municipal de Cuevas del Almanzora (Almería).

Esta actuación podría ser constitutiva de una infracción
calificada como grave por la Ley de Carreteras, al establecer
el artículo 31.2 de la Ley de Carreteras, anteriormente men-
cionada, como falta leve: «g) Realizar obras, instalaciones o
actuaciones no permitidas en las zonas de dominio público,
de servidumbre o de afección de la carretera, llevadas a cabo
sin las autorizaciones o licencias requeridas, o incumplir algu-
na de las prescripciones impuestas en las autorizaciones otor-
gadas, cuando puedan se objeto de legalización posterior».
La sanción contemplada para este supuesto por el artícu-
lo 112 del Reglamento de Carreteras comprende una multa
que oscilaría entre las 33.000 pesetas y las 630.000 pesetas
en el caso de que fuese calificada como leve.

Segundo. Designar a don Lucas Manuel Pérez Soler como
Instructor del mencionado procedimiento, haciendo constar
que a tenor del artículo 29 de la Ley de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, Ley 30/1992, de 26 de noviembre
(BOE 285, de 27 de noviembre), podrá recusar a la precitada
persona si considera que en ella se da alguna de las causas
contempladas en el artículo 28 de la mencionada Ley, recu-
sación que podrá promoverse en cualquier momento de la
tramitación del procedimiento, debiendo plantearse por escrito,
con indicación de la concreta causa de recusación al interponer
los recursos que procedan contra la resolución administrativa
que pongan fin al procedimiento.

Tercero. Le comunico que el órgano competente para dic-
tar resolución en este expediente es el Delegado Provincial
en Almería de la Consejería de Obras Públicas y Transportes
de la Junta de Andalucía, en virtud del Decreto 208/95, de
5 de septiembre, en relación con la disposición adicional nove-
na de la Ley 42/1994, de 30 de diciembre, de Medidas Fis-
cales, Administrativas y de Orden Social, por el que se modifica
el artículo 24 de la Ley de Carreteras.

Le indico que existe la posibilidad de reconocer volun-
tariamente la responsabilidad por parte del presunto infractor,
con los efectos previstos en el artículo 8 del Reglamento para
el ejercicio de la potestad sancionadora anteriormente seña-
lado.

Cuarto. Le señalo que tiene derecho, sin perjuicio de acce-
so permanente, a formular alegaciones y presentar documentos
e informes, así como proponer pruebas concretando los medios
de que pueda valerse, en un plazo de quince días siguientes
a la notificación del presente Acuerdo y, en todo caso, con
anterior al trámite de audiencia. Le indico que dicho trámite
de audiencia se concederá en los supuestos regulados en el
artículo 19 del Reglamento del procedimiento sancionador
anteriormente mencionado.
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Quinto. El plazo máximo de duración del procedimiento
será de seis meses, de conformidad con el artículo 114.4
del Reglamento de Carreteras, aplicando la Disposición Tran-
sitoria 1.ª 2 de la Ley 4/99, de 13 de enero (BOE 12, de
14 de enero), de modificación de la Ley de Régimen Jurídico
antes citada. El transcurso de este plazo producirá los efectos
regulados en los artículos 42 y siguientes de la citada Ley.

Sexto. Para obtener información sobre el estado de tra-
mitación del procedimiento podrá solicitarlo a Disciplina del
Servicio de Carreteras de la Delegación Provincial de Almería
de la Consejería de Obras Públicas y Transportes, por medio
del teléfono, fax o dirección que se reseñan en este Acuerdo.

Notifíquese el presente Acuerdo al Instructor y al inte-
resado.

El acto que le notifico es de trámite, por lo que no cabe
recurso contra el mismo.

Almería, 21 de junio de 2000.- El Delegado, Francisco
Espinosa Gaitán.

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Málaga,
sobre Notificación.

Por esta Delegación Provincial se tramita expediente de
rescisión de contrato del adjudicatario don José L. Baena Jimé-
nez, relativo a la vivienda sita en Bda. La Noria-Churriana,
C/ Alonso de Mudarra, núm. 51, de Málaga, por infracción
de las cláusulas 5.ª y 6.ª del contrato de arrendamiento, a
fin de que sirva de notificación en forma, de acuerdo con
lo dispuesto en el art. 59.4 de la Ley 30/92, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común.

RESOLUCION SOBRE EL EXPEDIENTE MA-7065, CTA.
NUM. 13, REFERENTE AL ADJUDICATARIO DON JOSE L.

BAENA JIMENEZ

Mediante escrito remitido por el Ayuntamiento de Málaga,
Area de Servicios de Seguridad, de fecha 6 de septiembre
de 1999, se tiene conocimiento de la situación de irregularidad
en que se encuentra la vivienda sita en C/ Alonso de Mudarra,
núm. 51, de la Bda. de la Noria-Churriana, de Málaga.

Extremo que fue igualmente corroborado en visita de ins-
pección girada a la vivienda por personal de esta Delegación,
donde se pudo comprobar que la misma no se encuentra
habitada por su adjudicatario.

Para la decisión más oportuna, a través de esta Reso-
lución, se hace necesario establecer los antecedentes y hechos
que concurren en el presente expediente.

Primero. Con fecha 1 de abril de 1997 se suscribió con-
trato de arrendamiento con don José L. Baena Jiménez, refe-
rente a la vivienda sita en C/ Alonso de Mudarra, núm. 51,
de la Bda. La Noria-Churriana, de Málaga.

En la cláusula 5.ª del citado contrato se establece la obli-
gación por parte del adjudicatario de dedicar la vivienda objeto
del presente expediente a domicilio habitual y permanente.
Quedando, igualmente, prohibido en la cláusula 6.ª del citado
contrato el subarriendo oculto o manifiesto de total o parte
de la vivienda adjudicada.

Segundo. Tal como ha sido expuesto anteriormente, en
visita girada a la vivienda se ha podido comprobar que la
misma no es objeto de ocupación habitual y permanente por
parte de su adjudicatario. Teniéndose constancia según se

desprende del informe emitido por el Servicio de Inspección
de esta Delegación, de fecha 7 de julio de 1999, en el que
manifiestan los vecinos que la vivienda se encuentra sin ocupar
desde hace un año.

Tercero. Dado el carácter eminentemente social que tienen
las viviendas de promoción pública, ya que son promovidas
con dinero público, entendemos que para ser titular de una
vivienda de esas características deberá cumplirse rigurosamen-
te los requisitos que al respecto establece el Decreto 413/90,
de 26 de diciembre, y por el que se establece el procedimiento
para acceder a viviendas de promoción pública.

Cuarto. Con fecha 30 de junio de 1999, se dirigió escrito
por parte de esta Delegación a don José L. Baena Jiménez,
en el que se le recordaba las obligaciones asumidas por el
Sr. Baena Jiménez, en su condición de adjudicatario en régi-
men de arrendamiento de vivienda de promoción pública de
la Junta de Andalucía.

Igualmente, se le indicaba que el Decreto 416/90, de
26 de diciembre, establece con toda claridad que el incum-
plimiento de tales obligaciones será considerado como con-
dición resolutoria del contrato de arrendamiento.

Pese a ello, la situación de irregularidad ha sido mantenida
por el Sr. Baena Jiménez, tal como así ha quedado acreditado
en los informes emitidos por los Servicios de Inspección de
esta Delegación, así como por la Policía Local en visita efec-
tuada con posterioridad a la vivienda.

A la vista de ello se formuló propuesta de resolución de
contrato, con fecha 5 de noviembre de 1999, tras infructuoso
intento de notificación personal, se procedió a la notificación
a través de su publicación en el BOP, con fecha 1 de marzo
de 2000, núm. 41, y en el tablón de anuncios del Ayun-
tamiento de Málaga, en período comprendido desde 2 al 18
de febrero del 2000.

En mérito a lo expuesto, se dicta esta Resolución, por
la que se da por extinguido el contrato suscrito por don José
L. Baena Jiménez, y se desaloje la vivienda sita en C/ Alonso
de Mudarra, núm. 51, previa autorización judicial.

Contra la presente Resolución, que no agota la vía admi-
nistrativa, podrá interponer recurso de alzada ante el Excmo.
Sr. Consejero de Obras y Transportes, en el plazo de un mes,
contado a partir de la notificación de esta Resolución, de acuer-
do con los artículos 114 y 115 de la Ley 4/99, de Modi-
ficaciones de la Ley 30/92, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

Málaga, 25 de mayo de 2000.- El Delegado, Carlos
Morales Cabrera.

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Málaga,
sobre Notificación.

Por esta Delegación Provincial se tramita expediente de
desahucio administrativo del adjudicatario don Francisco Prie-
go Luque, relativo a la vivienda sita en el Grupo Los Palomares,
C/ Virgen del Pilar, núm. 91-Bajo 3, de Málaga, por infracción
de las Causas Sexta y Séptima, art. 138 del Reglamento de
Viviendas de Protección Oficial de 24 de julio de 1968, a
fin de que sirva de notificación en forma, de acuerdo con
lo dispuesto en el art. 59.4 de la Ley 30/92, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.


